Radicación No: 66001-31-05-002-2008-00068-03
Sandra Milena Echeverry Serna vs Ovidio Antonio Ramírez y otros

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia: 

Auto de Segunda Instancia, 14 de febrero de 2019

Radicación No: 

66001-31-05-002-2008-00068-03

Proceso: 

Ejecutivo Laboral.

Demandante:

Sandra Milena Echeverry Serna y otros

Demandado:

Ovidio Antonio Ramírez y otros

Juzgado de origen:
Segundo Laboral del Circuito

Magistrado Ponente:
Francisco Javier Tamayo Tabares

TEMAS:
EXIGIBILIDAD DE DECISIÓN JUDICIAL MIENTRAS SE SURTE EL RECURSO EXTRAORDINARIO DE CASACIÓN. IMPROCEDENCIA EN MATERIA LABORAL. Partiendo de esta norma, es necesario –entonces- que una providencia se encuentre ejecutoriada, para que se pueda pedir su recaudo forzado ante el juez que la emitió. Esta posición legal, sin embargo, encuentra excepción en el Estatuto General del Proceso, que permite que, en materia civil, al interponerse el recurso extraordinario de casación, no se obstaculice el cumplimiento de la sentencia, tal como norma el canon 341 de la obra citada. No obstante, tal normatividad no es aplicable a los procesos laborales, habida cuenta que existe norma especial que establece que el recurso de casación suspende el cumplimiento de la providencia. En efecto, esa situación se encuentra regulada en el Decreto 969 de 1946 y pervive en vigencia del Estatuto Instrumental del Trabajo y la Seguridad Social, como lo ha indicado de manera clara y reiterada la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia.

EJECUTIVIDAD DE SENTENCIAS. PROCEDENCIA DE INCLUIR ASPECTOS NO CONTEMPLADOS EN LA PARTE RESOLUTIVA, PERO QUE ESTÁN ATADOS A LAS CONDENAS IMPUESTAS. El artículo 422 del CGP establece como condición insalvable para considerar un documento como título ejecutivo, que las obligaciones que de él manen sean claras, expresas y exigibles. En cuanto al carácter expreso, entratándose de sentencias, no es cosa diferente a que las condenas que se persigan coactivamente estén contenidas en la parte resolutiva de la providencia o encuentren estrecha relación con ésta. Por ejemplo, en virtud del resarcimiento integral que se debe hacer de los perjuicios causados a una persona, conforme lo manda el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, deben entenderse que en una condena que imponga el pago de una indemnización, van ínsitos los perjuicios por la mora causados, los cuales ante la no tasación expresa, se remiten a lo indicado en el canon 1617 del Código Civil. Lo anterior, de contera, posibilita incluir en el mandamiento de pago rubros que no están expresamente señalados en la parte resolutiva, pero que legalmente van atados a la condena que sí figura allí expresamente.

SALVAMENTO DE VOTO: DOCTORA ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN 
Disiento de la tesis de la Corte Suprema de Justicia por cuanto la aplicación de la norma que establece que la concesión del recurso de casación suspende el cumplimiento de la sentencia viola derechos fundamentales, entre los cuales están:

Derecho a la igualdad frente a los asuntos civiles, toda vez que en esa área la sentencia puede cumplirse mientras se surta el recurso de casación, salvo algunas excepciones. No existe una justificación de peso para que el legislador trate de manera diferenciada a los usuarios de la jurisdicción laboral y a los usuarios de la jurisdicción civil…
REPÚBLICA DE COLOMBIA
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TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL

OBJETO
La Sala de Cuarta de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, se dispone por medio de este proveído a desatar el recurso de apelación propuesto por el portavoz judicial de la parte ejecutante contra el auto del 26 de junio de 2018 que libró parcialmente el mandamiento de pago deprecado, dentro del proceso ejecutivo laboral a continuación de proceso ordinario promovido por el señora Sandra Milena Echeverry Serna y otros contra Ovidio Antonio Ramírez y otros.
ANTECEDENTES:

Mediante sentencia SL 18889 de 2017, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia decidió no casar la providencia que emitió esta Sala el 8 de julio de 2011, en la que se había modificado la decisión de primer grado. 

Ante pedido de la parte interesada, se resolvió sobre la orden de apremió contra los demandados, disponiéndose la ejecución forzada de las condenas contenidas en los fallos correspondientes, consistentes en el pago de unas prestaciones sociales, la diferencia de unos perjuicios y unas diferencias pensionales. Igualmente se dispuso pago de intereses legales sobre los perjuicios morales impuestos, a partir del 17 de noviembre de 2017 hasta el pago efectivo de la prestación, en cambio se negó la condena por concepto de intereses moratorios de que trata el canon 141 de la Ley 100 de 1993, respecto a las mesadas pensionales insolutas, advirtiendo que los mismos no fueron impuestos como condena en las providencias ejecutadas.

La parte ejecutante se alzó contra la providencia mencionada por dos aspectos puntuales. El primero de ellos, tiene que  ver con la fecha desde la cual se deben reconocer los intereses moratorios de que trata el canon 1617 del CC respecto a los perjuicios morales, pues en sentir del censor en este caso se debió aplicar lo indicado en el artículo 341 del CGP, esto es, que a pesar del recurso de casación, se debe cumplir el pronunciamiento, razón por la cual los réditos se deberían pagar desde el 15 de julio de 2011.

Como segundo punto de disenso, indica el recurrente que se debió acceder a los intereses moratorios de que trata el canon 141 de la Ley 100 de 1993, dado que ellos proceden sin que se requiera declaración judicial que así lo indique, sino por mero ministerio de la ley, razón por la cual al no haberse pagado la pensión desde el momento en que se causó la misma, se configuró la mora y se deben, por tanto, los réditos moratorios.

CONSIDERACIONES:

La alzada propone a esta Judicatura dos problemas jurídicos a resolver, los que pueden sintetizarse en los siguientes interrogantes:

¿A partir de qué fecha se hacen exigibles los intereses legales del artículo 1617 del Código Civil, cuando la obligación principal es una sentencia?

¿Es posible que se impongan los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993 respecto a las mesadas insolutas, a pesar de no estar contenidos en el fallo que sirve de base al recaudo ejecutivo?
Pues bien, para resolver el primero de los interrogantes planteados, es indispensable partir de lo normado en el canon 305 del Estatuto General del Proceso, que establece en su tenor literal indica lo siguiente:

“Podrá exigirse la ejecución de las providencias una vez ejecutoriadas o a partir del día siguiente al de la notificación del auto de obedecimiento a lo resuelto por el superior, según fuere el caso, y cuando contra ellas se haya concedido apelación en el efecto devolutivo.

Si en la providencia se fija un plazo para su cumplimiento o para hacer uso de una opción, este solo empezará a correr a partir de la ejecutoria de aquella o de la notificación del auto de obedecimiento a lo resuelto por el superior, según fuere el caso. La condena total o parcial que se haya subordinado a una condición solo podrá ejecutarse una vez demostrado el cumplimiento de esta”.

Partiendo de esta norma, es necesario –entonces- que una providencia se encuentre ejecutoriada, para que se pueda pedir su recaudo forzado ante el juez que la emitió. Esta posición legal, sin embargo, encuentra excepción en el Estatuto General del Proceso, que permite que, en materia civil, al interponerse el recurso extraordinario de casación, no se obstaculice el cumplimiento de la sentencia, tal como norma el canon 341 de la obra citada.
No obstante, tal normatividad no es aplicable a los procesos laborales, habida cuenta que existe norma especial que establece que el recurso de casación suspende el cumplimiento de la providencia. En efecto, esa situación se encuentra regulada en el Decreto 969 de 1946 y pervive en vigencia del Estatuto Instrumental del Trabajo y la Seguridad Social, como lo ha indicado de manera clara y reiterada la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, entre otras, en la providencia AL 2917 de 2018, que a tenor literal expresa:
“Sea lo primero mencionar que con la expedición del Decreto Ley 2158 de 1948, a través del cual se adoptó el Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, se mantuvo la regla prevista en el Decreto 969 de 1946, en cuanto a que el recurso extraordinario de casación se concede en el efecto suspensivo.

Así pues, se tiene que el artículo 88 de la primera normativa en mención, establece que «al conceder el recurso, se ordenará la inmediata remisión de los autos al Tribunal Supremo».

De igual forma, la actual legislación adjetiva en materia laboral suprimió la figura que contemplaba el artículo 65 del citado Decreto 969 de 1946, que permitía que el Colegiado de instancia decretara el cumplimiento provisional caucionado de la sentencia, a petición de la parte favorecida.

De esta manera, el estatuto laboral vigente consagró la suspensión del cumplimiento del fallo de segundo grado que fuese objeto del recurso de casación y, además, la pérdida de competencia por parte del Tribunal una vez proferido el auto que lo concede, como quiera que hasta tanto no se resuelva, aquel no puede adelantar ningún tipo de actuación al interior del proceso”.

Aplicando lo dicho, al asunto de marras, ha de decirse que –entonces– los réditos moratorios indicados en el artículo 1617 del Código Civil, no pueden correr conforme lo plantea el recurrente, esto es, desde el 15 de julio de 2011, calenda del pronunciamiento de este Tribunal, en sede ordinaria, habida cuenta que tal decisión fue objeto del recurso extraordinario de casación y, por ende, su cumplimiento estaba suspendido, encontrándose acertado el criterio de la a-quo, en el sentido de fijarlos desde la notificación por edicto del fallo que desató tal recurso.

En cuanto al segundo de los interrogantes propuestos por el recurso, es necesario indicar que el artículo 100 del CPLSS establece que será exigible ejecutivamente toda obligación que, originada en una relación de trabajo, conste, entre otros, en decisión judicial en firme. Tal norma, debe interpretarse con apoyo en los artículos 302 y siguientes del CGP, así como con el canon 422 de la misma obra. Estas normas establecen cuándo queda ejecutoriada una providencia, cómo se puede adelantar su ejecución y cuándo y cómo se puede proceder con su ejecución, además de los requisitos que debe cumplir el documento que sirve de base para el recaudo.

El artículo 422 del CGP establece como condición insalvable para considerar un documento como título ejecutivo, que las obligaciones que de él manen sean claras, expresas y exigibles. En cuanto al carácter expreso, entratándose de sentencias, no es cosa diferente a que las condenas que se persigan coactivamente estén contenidas en la parte resolutiva de la providencia o encuentren estrecha relación con ésta. Por ejemplo, en virtud del resarcimiento integral que se debe hacer de los perjuicios causados a una persona, conforme lo manda el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, deben entenderse que en una condena que imponga el pago de una indemnización, van ínsitos los perjuicios por la mora causados, los cuales ante la no tasación expresa, se remiten a lo indicado en el canon 1617 del Código Civil.

Lo anterior, de contera, posibilita incluir en el mandamiento de pago rubros que no están expresamente señalados en la parte resolutiva, pero que legalmente van atados a la condena que sí figura allí expresamente. En materia de seguridad social, puntualmente en cuanto al pago de las mesadas pensionales, existe norma puntual que establece que, en caso de mora, se deberán pagar intereses moratorios. En efecto, el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, establece los mismos como mecanismo para resarcir la tardanza en el pago de mesadas, réditos que –pacíficamente- ha dicho la jurisprudencia, no deben analizar aspectos atinentes a la buena o mala fe de la entidad de seguridad social, sino que, simplemente, se establecen como mecanismos objetivos para purgar la tardanza y mantener el poder adquisitivo de las mesadas pensionales ante su impago.

Ahora, no obstante lo anterior, también ha dicho la jurisprudencia del órgano de cierre de la jurisdicción laboral, que en caso de diferencias pensionales, es decir, el reconocimiento de la prestación pero por una valor inferior al que corresponde, tales réditos no son aplicables, amén que del supuesto normativo enunciado se evidencia que tales intereses por mora, solo se generan, en el caso de ausencia total del pago de la prestación. (ver entre otras sentencias SL 1063 de 2018, SL 4127 de 2016 y del 2 de Ago. 2011, rad. 38926).  
En el caso de conocimiento de la Judicatura, claramente se observa, conforme a los cálculos que acompañan la providencia impugnada, que los codemandados efectuaron pagos por conceptos de mesadas pensionales por valor de $2.467.456 por parte de la codemandada Alexa Alejandra Ramírez Gil y $39.412.182 por parte de Ovidio Antonio Ramírez, quedando unos saldos insolutos de acuerdo con la liquidación que efectuó el despacho, diferencias por las cuales se libró la orden de pago en contra de los mencionados. Lo anterior, en consecuencia, impide la prosperidad de los réditos moratorios establecidos en el canon 141 de la Ley 100 de 1993, debiéndose precisar que no es su falta de mención expresa la razón para la negativa, pues como se vio líneas atrás, los mismos acompañan de manera incita, una condena principal como lo es la del pago de mesadas pensionales.

Así las cosas, encuentra esta Sala que la conclusión de negar el mandamiento de pago por los intereses moratorios correspondientes es acertada, aunque por las razones acá expresadas.  
Corolario de lo dicho, se confirmará el auto apelado.

En cuanto a las costas procesales, las mismas estarán a cargo de la parte apelante y a favor de los ejecutados.  
En mérito de lo expuesto, la Sala Tercera de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Pereira – Risaralda

RESUELVE
1. Confirmar por las razones acá expuestas el auto del 26 de junio de 2018 dictado por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira.
2. Costas a cargo de la parte apelante.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

OLGA LUCIA HOYOS SEPÚLVEDA


      ANA LUCIA CAICEDO CALDERÓN







      Salva voto parcialmente
Providencia: 


Auto del 14 de febrero de 2019

Radicación No.:


66001-31-05-002-2008-00068-01 

Proceso: 


Ejecutivo

Demandante:


Sandra Milena Echeverry Serna y otros

Demandado:
Ovidio Ramírez y otros

Magistrado Ponente:

Francisco Javier Tamayo Tabares

Magistrada que salva voto:
Ana Lucía Caicedo Calderón

SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO

Con mi acostumbrado respeto, manifiesto mi inconformidad parcial frente a la decisión mayoritaria por las siguientes razones: 

Disiento de la tesis dela Corte Suprema de Justicia por cuanto la aplicación de la norma que establece que la concesión del recurso de casación suspende el cumplimiento de la sentencia viola derechos fundamentales, entre los cuales están:

1. Derecho a la igualdad frente a los asuntos civiles, toda vez que en esa área la sentencia puede cumplirse mientras se surta el recurso de casación, salvo algunas excepciones. No existe una justificación de peso para que el legislador trate de manera diferenciada a los usuarios de la jurisdicción laboral y a los usuarios de la jurisdicción civil, máxime cuando los trabajadores y afiliados al sistema de seguridad social tienen una protección plus en la Carta Política.

2. Derecho de acceso a la administración de justicia por la enorme mora que padece la Sala de Casación Laboral, lo que conlleva a que los asuntos demoren 10 años o más en resolverse, lo que no se acompasa con un estado social de derecho.

En estos breves términos sustento mi salvamento parcial de voto.

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Magistrada
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